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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY:
Artículo 1º: Derógase los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 62 del Dec. Ley 9650/80, t.o. por Decreto 600/94 y leyes modificatorias posteriores.

Artículo 2º: Derógase los párrafos segundo y tercero del artículo 59 de la Ley 13.236.

Artículo 3º: Derógase los párrafos segundo y tercero del artículo 35 de la Ley 13.237.

Artículo 4º: Derógase el artículo 60 de la Ley 13.364, reformada por Ley 13.873.

Artículo 5º: Derógase toda norma que establezca plazos de prescripción de las acciones, tendientes a lograr el pago de los haberes jubilatorios y de pensión devengados antes de la presentación de la solicitud del beneficio, dispuesto en perjuicio de jubilados, retirados y pensionados del sistema previsional público provincial. 

Artículo 6º: Derógase toda norma que determine causales de interrupción y suspensión del curso de la prescripción de acciones vinculadas con créditos a favor de beneficiarios del sistema previsional provincial.

Artículo 7º: La presente ley será de aplicación a todos los casos en que la parte obligada al pago de prestaciones previsionales haya opuesto la prescripción total o parcial del crédito, mientras la decisión no se encuentre firme en sede administrativa, o haya pasado en autoridad de cosa juzgada judicial.

Artículo 8º: De forma. 
FUNDAMENTOS
La Constitución Nacional atribuye a la Nación el dictado de los códigos de fondo (art. 75 inc. 12º), habiéndose legislado el régimen de la extinción de las obligaciones por prescripción en el Código Civil (arts. 4017 y sigs.). A pesar de la manda constitucional, por vincularse con cuestiones de derecho público, consideradas ajenas al referido Código, la Provincia de Buenos Aires ha establecido plazos de prescripción de acciones en materia previsional y de empleo público.


La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha declarado en forma reiterada que no le está dado a las provincias legislar en materia de prescripción extintiva de acciones, resultando vedado establecer plazos y causales de suspensión o interrupción de su curso (Filcrosa, sent. del 30.9.2003, Bruno, sent. Del 06.10.2009 y Bora, sent. del 03.08.2010). Por su parte la Suprema Corte de Justicia de nuestra Provincia –siguiendo las aguas del Alto Tribunal Federal- declaró que las normas provinciales que reglamentan dicho instituto resultan inválidas ya que se trata de una materia que no es propia del derecho público local sino atinente al derecho civil, quedando comprendido en la cláusula del citado art. 75 inc. 12º de la Carta Magna. De allí que el poder de instaurar regímenes comprensivos de acciones susceptibles de extinguirse por esa vía, esté asignado en forma exclusiva y excluyente al legislador nacional (Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Fadra SRL, sent. del 14.7.2010).


En sentido semejante se había pronunciado la doctrina, concluyendo que la regulación de las relaciones entre acreedores y deudores correspondía a la ley de fondo, y que ni las provincias ni las municipalidades pueden legislar al respecto.


Por otra parte resulta imprescindible destacar el carácter alimentario de las obligaciones estatales en materia de empleo público y previsional, oponiéndose en términos axiológicos al establecimiento de plazos breves de prescripción como los consagrados en la legislación local.


La normativa provincial que aborda la cuestión, si bien resulta tuitiva de los derechos de los trabajadores estatales en pasividad, ya que consagra la imprescriptibilidad de la acción tendiente a obtener el reconocimiento del derecho al beneficio, establece plazos breves de prescripción respecto de diferencias devengadas con anterioridad. Tal el 
caso de los jubilados y pensionados de la Administración General, del Servicio Penitenciario, de la Policía Provincial y del Banco de la Provincia de Buenos Aires, que se ven afectados respecto de otros acreedores del Fisco en abierta contradicción con la garantía de igualdad y el derecho de propiedad, amparado en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Nacional y en los artículos 10 y 11 de la Carta Provincial. 


Empeñadas las autoridades provinciales en mejorar las condiciones de los empleados y jubilados estatales, debido a las razones antes dichas, se hace necesario ratificar la aplicación de un plazo de prescripción amplio que impida el cercenamiento prematuro de los créditos alimentarios en cuestión, ya que resulta de aplicación el plazo de diez (10) años, establecido por el legislador nacional en el art. 4023 del Cód. Civil.


En consecuencia corresponde derogar toda norma que establezca plazos de prescripción en la materia que nos ocupa.


Asimismo se hace imperioso derogar toda disposición local referida a medios, mecanismos o sistemas de suspensión e interrupción del curso de la prescripción. 


Corresponde señalar que, conforme lo establecido en el art.  3 del Código Civil, las disposiciones de la ley alcanzarán a toda situación conflictiva que tramite en sede administrativa y judicial mientras no se encuentre firme o haya pasado en autoridad de cosa juzgada.

Por los motivos expuestos, solicito a esta Honorable Cámara de Diputados, que acompañen con su voto favorable el presente proyecto de ley.-
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